Taller Subregional sobre la elaboración de Planes Nacionales de Acción de Derechos Humanos en la Región Andina 

Lima, Perú, 16-18 de julio de 2001 

Conclusiones 

Preámbulo
Los representantes de los gobiernos, instituciones nacionales de derechos humanos y la sociedad civil de los países de la región Andina – Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela – que participan en el taller subregional sobre la elaboración de planes nacionales de acción para la promoción y protección de los derechos humanos en la región Andina, celebrado en Lima, Perú del 16 al 18 de julio de 2001:

Recordando la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993, que recomendó a los Estados considerar la posibilidad de diseñar un plan nacional de acción que identifique medidas por medio de las cuales los Estados puedan mejorar la promoción y protección de los derechos humanos, así como el Marco para la Cooperación Técnica de Quito, adoptado en la ciudad de Quito, Ecuador, en diciembre de 1999, que identificó los planes nacionales de acción de derechos humanos como uno de los pilares para la cooperación en la región, 

Reafirmando el carácter universal, indivisible, interdependiente e interrelacionado de todos los derechos humanos – civiles, culturales, económicos, políticos, sociales y el derecho al desarrollo,

Notando que el desarrollo y fortalecimiento de los planes nacionales de acción de derechos humanos pueden ser una medida efectiva para cumplir con los compromisos en cuanto a derechos humanos, promover la cultura de derechos humanos y reducir la pobreza,

Reconociendo que los planes nacionales deben constituir una política de Estado y como tal resulta indispensable darles un enfoque participativo e inclusivo en todas las etapas de la planificación, elaboración, ejecución y evaluación de los mismos.

Expresando su reconocimiento al Gobierno del Perú por haber actuado como anfitrión del taller sobre la elaboración de planes nacionales de acción para la promoción y protección de los derechos humanos y por las declaraciones formuladas por el Señor Diego García Sayán, Ministro de Justicia del Perú, así como el Sr. Gianni Magazzeni, Representante de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos.

Adoptaron las siguientes conclusiones:

1. Los participantes reconocieron que el proceso de desarrollo y realización de un plan nacional de acción de derechos humanos varía inevitablemente de país a país y debe adaptarse al contexto nacional de derechos humanos. Sin embargo, los participantes reconocieron que cualquier proceso de desarrollo, realización, seguimiento y evaluación de los planes nacionales de acción de derechos humanos debe guiarse por los siguientes principios:

· Compromiso con los instrumentos universales de derechos humanos y el cumplimiento de las obligaciones internacionales; 

· Igual atención tanto al proceso como al resultado; 

· Participación y apropiación del proceso por todos los actores; 

· No-discriminación y atención a los grupos vulnerables; 

· Sostenibilidad y efectividad; 

· Responsabilidad y transparencia; 

· Seguimiento y evaluación 

· Establecimiento de redes subregionales de derechos humanos. 

2. Los planes nacionales de acción de derechos humanos deben desarrollarse y ejecutarse en coordinación con otros planes para el desarrollo y con las estrategias para reducir la pobreza. En consecuencia los planes y programas de desarrollo o de lucha contra la pobreza deben incorporar las metas y objetivos establecidos en el plan nacional de acción de derechos humanos, de manera que tal proceso de planificación nacional, regional y local responda a metas y estrategias comunes. Los planes nacionales de derechos humanos deben ser una tarea nacional y por lo tanto deben desarrollarse con la participación y apoyo de todas las instancias del Estado, instituciones nacionales y deben recibir apoyo político de alto nivel y también de la sociedad civil.

3. Los objetivos de los planes nacionales de acción son:

· Promover el carácter universal, interdependiente e indivisible de los derechos humanos, incluyendo los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como el derecho al desarrollo y el fortalecimiento de la democracia; 

· Impulsar la ratificación de los instrumentos internacionales de derechos humanos, 

· Impulsar la obligación de los estados de informar a la comunidad internacional, las acciones que han adelantado para dar cumplimiento a los tratados de derechos humanos que han sido ratificados por ellos. 

· Promover el conocimiento de los instrumentos internacionales de derechos humanos e impulsar los ajustes al orden jurídico interno que permitan hacerlo compatible con dichos instrumentos internacionales y adoptar medidas nacionales para aplicarlos. 

· Asegurar que la problemática de los derechos humanos se encuentre dentro de los primeros puntos de la agenda de discusión de los procesos de planificación nacional, regional y local y que la definición de los distintos planes responda a procesos participativos y pluralistas. Adicionalmente la aplicación de los instrumentos de derechos humanos a los distintos planes de desarrollo - ya sean regionales, o sectoriales -, se discutan de manera transversal por todos los organos del Estado. 

· Reforzar la capacidad nacional para promover y proteger los derechos humanos; 

· Promover el establecimiento o fortalecimiento de instituciones nacionales de derechos humanos y su importante papel como aliadas en la ejecución del plan; 

· Prestar mayor atención a los grupos discriminados y vulnerables de la sociedad y asegurar que se tomen medidas efectivas para mejorar su situación; 

· Mejorar y promover la cooperación entre las agencias del gobierno, instituciones nacionales, organizaciones no-gubernamentales nacionales, organizaciones locales y demás representantes de la sociedad civil; 

· Integrar la perspectiva de género en el diseño y ejecución del plan; 

· Integrar la educación en derechos humanos como un componente del plan y asegurar que los derechos humanos sean incluidos en la capacitación profesional y la curricula de los funcionarios públicos, los miembros del sistema judicial, la policía, el ejercito, los guardias penitenciarios, etc., así como en la educación formal, particularmente en los niveles primario y secundario. 

4. Los Estados que todavía no lo hayan hecho, deben considerar la posibilidad de iniciar acciones destinadas a desarrollar un plan de acción de derechos humanos. 

5. Es posible desarrollar un plan nacional de acción de derechos humanos más realista y por lo tanto más efectivo, mediante los siguientes pasos:

Se debe establecer un comité nacional de coordinación para el desarrollo del plan nacional de acción de derechos humanos, o en su defecto, se debe dar a los mecanismos existentes la tarea de guiar el proceso. El comité nacional debe tener una base amplia y participativa en el diseño y desarrollo del plan, involucrando a los representantes de gobierno, poderes del Estado, instituciones nacionales de derechos humanos, organizaciones no-gubernamentales, otros representantes de la sociedad civil y particularmente la Defensoría del Pueblo, considerando la importancia de sus funciones de promoción y protección de los derechos humanos. El comité nacional de coordinación debe tener un tamaño que permita una gestion eficaz que asegure la toma de decisiones efectivas. Debe contar con recursos financieros adecuados. El comité puede solicitar la ayuda de organizaciones internacionales para la realización de sus tareas. Para asegurar una mayor participación, durante el proceso de planificación puede establecer un foro ad-hoc más amplio para asesorar al comité y/o a los grupos de trabajo sectoriales para facilitar el trabajo en temas específicos de derechos humanos. Se debe asegurar que el proceso de consulta tenga un alcance nacional. 

6. Se debe considerar también la creación de una Secretaría Técnica que impulse permanentemente el proceso de elaboración participativa del plan nacional de acción de derechos humanos, bajo la supervisión del comité de coordinación nacional.

7. De acuerdo con los principios directivos, las principales funciones de un comité de coordinación serían:

· Realizar un diagnostico para establecer el contexto nacional de derechos humanos; 

· Supervisar el análisis del referido diagnostico; 

· Identificar las prioridades nacionales en materia de derechos humanos; 

· Formular un borrador del plan nacional de acción mediante la identificación de objetivos, estrategias, componentes, grupos vulnerables, programas y actividades, seguimiento, evaluación y revisión dentro de calendarios establecidos; 

· Promover el consenso nacional sobre el borrador del plan nacional de acción; 

· Facilitar la traducción del plan nacional de acción y su extensa divulgación entre todos los sectores de la sociedad, incluyendo tanto a los pueblos indígenas como a las minorías culturales y étnicas. 

8. El diagnostico mas arriba mencionado debe cubrir el contexto de los derechos humanos y las capacidades de las instituciones nacionales para promover y proteger los derechos humanos. En este aspecto, se debe considerar lo siguiente: el cumplimiento de los instrumentos internacionales de derechos humanos, existentes y ratificados por el gobierno, incluyendo el tema de las reservas y las posibles nuevas ratificaciones; las políticas y programas legales e institucionales existentes; la identificación de las actividades de las instancias del Estado, organizaciones no-gubernamentales nacionales y los demás representantes de la sociedad civil; la identificación de obstáculos nacionales e internacionales; los grupos vulnerables; la necesidad de educación en derechos humanos; los planes nacionales de desarrollo existentes y otros planes relacionados a los derechos humanos.

9. Se debe establecer un calendario para la realización del referido diagnostico.

10. El diagnostico identificará las prioridades nacionales y los objetivos del plan nacional de acción de derechos humanos a corto, mediano y largo plazo. Dicho diagnostico puede ser elaborado ya sea por entidades del gobierno, las instituciones nacionales o por entidades de la sociedad civil.

11. Durante la elaboración de un plan nacional de acción de derechos humanos se debe prestar especial atención a diversos componentes sustanciales, tales como:

· En el marco internacional: promover la ratificación de instrumentos internacionales de derechos humanos y cumplir con las obligaciones internacionales de informar a los órganos de los tratados de derechos humanos sobre su cumplimiento; 

· Cooperación internacional a través de organizaciones regionales apropiadas y cooperación en los niveles regional y subregional; 

· El marco legal e institucional a nivel nacional; 

· Las instituciones nacionales de derechos humanos; 

· La educación y capacitación en derechos humanos; 

· La sociedad civil; 

· La interdependencia de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. 

· Los grupos vulnerables, incluyendo las minorías. 

12. El plan debe asegurar que las prioridades coincidan con estrategias efectivas, integrales y coordinadas para discutir la situación de los derechos humanos.

13. Las estrategias, actividades y programas deben ser realistas, integrales, de largo alcance y deben tratar de:

· Construir alianzas a nivel nacional; 

· Promover y proteger los derechos humanos, fomentando las capacidades a nivel nacional; 

· Obtener la participación de la sociedad civil; 

· Realizar campañas de concientización, incluyendo la producción y revisión de materiales para la promoción de los derechos humanos y la educación en derechos humanos; 

· Hacer una reforma legislativa y formular políticas; 

· Involucrar a las instituciones nacionales de derechos humanos y a otras instituciones relevantes; 

· Convocar la participación de los medios de comunicación. 

14. Para asegurar la efectividad del plan, se deben identificar recursos financieros, humanos e institucionales para todas las estrategias, programas y actividades.

15. Debe prestarse especial atención a la creación de una cultura de respeto por los derechos humanos como una base necesaria para asegurar un cumplimiento efectivo del plan nacional.

16. Las estrategias deben estar acompañadas por indicadores y parámetros de progreso que permitan una medición y evaluación (tanto cuantitativos como cualitativos) para la ejecución. Los participantes reconocen la necesidad de explorar con detenimiento el tema del establecimiento de indicadores adecuados de derechos humanos.

17. El plan debe incluir mecanismos de seguimiento, evaluación y revisión. El plan también debe tener pautas de responsabilidad claras y un cronograma.

18. Los estados en proceso de ejecución de un plan nacional de acción de derechos humanos reconocen la importancia de revisar continuamente el plan, con el propósito de asegurar que tenga un amplio alcance y que tome en cuenta temas de derechos humanos de alta prioridad, incluyendo aquellos que puedan surgir más adelante.

19. Los participantes también reconocen la importancia de un continuo fortalecimiento de los planes existentes, de la siguiente manera:

· Asegurando la movilización de recursos adecuados para llevar a cabo el proceso; 

· Mejorando los mecanismos de evaluación y seguimiento para darle una mayor efectividad; 

· Asegurando mecanismos de ejecución efectivos y transparentes; 

· Diseñando estrategias de divulgación y de información sobre los planes a los medios de comunicación y al público en general; 

· Mejorando el proceso de consulta incluyendo un ambiente que permita una amplia participación; 

· Asegurando la cooperación de la Comunidad Internacional. 

20. Los mecanismos de seguimiento y evaluación pueden incluir varias modalidades de auto-evaluacion, así como proveer las condiciones para un seguimiento y evaluación independientes. Sería deseable que los diferentes socios, a nivel central y local reportaran al Comité de Coordinación. Las modalidades para hacer recomendaciones de revisión y modificación deben hacerse explícitas.

21. Una institución nacional de derechos humanos independiente podría, si así se decide, actuar como un puente entre el Gobierno y la sociedad civil y jugar un papel importante en el seguimiento y ejecución de un plan nacional de acción de derechos humanos.

Mecanismos de seguimiento para los países Andinos
22. Los participantes pusieron especial énfasis en la importancia de fortalecer el proceso de integración de la Comunidad Andina de Naciones, en el que además de los Estados deben involucrase las instituciones nacionales y la sociedad civil. Asimismo, reconocieron que la promoción y protección de los derechos humanos constituye un objetivo prioritario del proceso de integración, y en ese contexto los planes nacionales están llamados a desempeñar un papel fundamental. 

23. En vista de los aspectos comunes que existen entre los países de la región, los participantes convinieron en la necesidad de mantener un intercambio permanente de información sobre él diagnostico, formulación, ejecución y seguimiento de sus respectivos planes nacionales. Para tal fin, opinaron que debían aprovecharse todos los mecanismos existentes, así como considerar la oportunidad de constituir un mecanismo permanente que cumpla con este propósito. En ese contexto, los participantes agradecieron el ofrecimiento de la Comisión Andina de Juristas, que puso a disposición de los países de la región la red de información judicial existente establecida en cooperación con la OACNUDH, y asimismo reconocieron el valioso papel que esta red podría cumplir para el intercambio de información sobre planes nacionales de acción en derechos humanos en la región.

24. Los Estados de la región Andina, con la participación de la sociedad civil y las instituciones nacionales de derechos humanos independientes deberían reunirse nuevamente el próximo año para resumir las lecciones aprendidas mediante el intercambio de la información arriba mencionada y sobre las medidas adoptadas a nivel nacional en seguimiento de las conclusiones alcanzadas en este taller y así como para identificar las experiencias que resulten más exitosas. 

25. Se debe solicitar a La Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos poner a disposición de los países de la región mas asistencia técnica y servicios de asesoría con el objeto de facilitar la elaboración y ejecución de los planes nacionales de acción de derechos humanos asi como el fortalecimiento del intercambio de la información a nivel regional. 

26. Por ultimo los participantes expresaron su reconocimiento al Gobierno de Colombia por haberse ofrecido como anfitrión para el próximo “taller sobre la elaboración de planes nacionales de acción para la promoción y protección de los derechos humanos” que se celebrará en la ciudad de Bogotá durante el mes de abril de 2002.

Lima, 18 de julio de 2001.
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